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sarncnte formalista del arto 180.5 L.P.L. (vid., por toda~ SSTC 178/t 988
y 247{1991). Asimismo. este Tribunal ha afirmado que en la apreciación
por los Tribunales del cumplimiento del requisito establectdo en el
art. 180.5 LPL cebe tenerse en cuenta el factor tiempo, puesto que
una cosa es que la duda se la plantee- el. Tribunal en el; momento
en el que el abono de las prestaciones debió comenzar (al tiempo
de recurrir), en cuyo caso el rigor en la exigencia estA justificado.
y otra ·cosa es que la cuestión se plantee en el momentodc sentenciar.
habiendo transcurrido incluso vaIios años. en cuyo caso lo que debe
hacer el Tribunal es simplemente comprobar que el abono de las pres­
taciones se ha venido efectivamente realizando (vid. SSTC 12411987
y 6811988).

S. En los casos que nos ocupan. el T.e.T. estimó que las cer­
tificaciones inicialmente aportadas por el Instituto Social de la Marina
no cumpüan con el requisito del compromiso de la prosecuci6n del
abono de la prestaciÓn durante el tiempo de tramitación del recurso,
por lo que procediÓ a tener a dicha entidad por desistida. ante· esta
decisión debe tenerse en cuenta que. dada la naturaleza del requisito
procesal que estamos examinando. el mismo afecta sólo y exclusiva·
mente a un nÚMero concreto y determinado de potenciales recurrentes
en suplicación. esto es. las entidades gestoras, las cuales,. además. han
de cumplimentar este requisito con absoluta frecuencia. esto es, cada
vez que recurren en suplicación una -Sentencia en la que resultan con­
den&das al paao de pensiones y subsidios. De eUo deriva que resulta
razonable y proporcionado exigir a dichas entidades- gestoras. como
la recurrente en ampare. una csp;;:cial diligencia, no ya sólo en aportar,
sino en- cumplimentar debidamente la CertifICación y cn dar cfectividad
al comienzo· del abono de las prestaciones de que se trate. en los
ténninos exigibles y exigidos por los Tribunales del orden laboral. Por
el1o.la concesión de un trámite de subsanación de los defectos cxistentes
en la certifICaCión. sólo puede considerane una exipncia derivada del
att. 24.1 e.E. cuando. tales defectos. no se puedan imputar a la falta
de diligencia de la entidad gestora. pues en taJes casos poner fm sin
más al trámite del recurso constituirla una sanción desproporcionada
y contraria al derecho a la tutela judicial efectiva (SSTC 3611986.
60/1985 y 124/1987).

En los presentes casos. los defectos advertidos por el T.C.T. en
las. certificaciones inicialmente aportadas por el Instituto Social de la
Marina pudieron haber sido subsanadas en el trámite del recurso de
súplica, lo que trató de hacer la entidad recurrente. aportando unas
nuevas certificaciones que el órgano judicial aceptó. pero estimó que
no subsanaban adecuadamente los defectos puestos de manifiesto en
cl auto recurrido. por no constar la fecha. en que habia comenzado
cl abono de la prestación ni el plazo durante el cual se había satisfecho.
Para justificar la trascendencia del defecto. a efectos de estimar ¡ncum·
plido el requisito establecido en el arto 180.5 L.P.L.. el T.C.T. hace
referencia a una situación fáctica, defectos de gestión en el comienzo
(lel pago electiVO de Jas prestacIones que crean llsenos problemas de
índolc humana a los beneficiarios.. Es esta situación la que lleva al
órgano judicial a justificarla exigencia del cumplimiento estricto del
requisito legal como medio de garantizar que efectivamente se comience
a pagar la pensión reconocida en la Sentencia. Existe, pues. una inter­
pretación del requisito que no responde a un mero formalismo, sino
que trata de asegurar que se cumpla la fmalidad perseguida por- el
precepto que lo establece, el percibo inmediato por el beneficiarlo de
las prestaciones económicas de SCgl,lridad Social reconocidas en- la
Sentencia quc se trata de impugnar. Ello excluye que los autos impug­
nados hayan desconocido el derecho a la tutela judicial efectiva del
recurrente.

FALLO
En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional, POR LA

AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar los presentes recursos dc amparo interpuestos por el
Instituto Social de la Marina.

Pubtiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid. a catorce de septiembre de mil novecientos noventa
y dos.-Miguel Rodrtguez-Piñero y Brav<rFerrer.-Femando Garcia·Mon
y González Regueral.--earlos de la Vega Benayas.-Vicente Oimeno
Scndfa.-Pedro Cruz Villal6n.-Fumado y rubricado.

SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

I. Antecedentes

1. El Procurador don José Miguel de Dorremoechea Aramburu
en nombre del Gobierno de Navarra. interpuso recurso de amparo,

con' fech... 3 de marzo de 1989, contra once Autos de la Sala de
10.Contencioso·Administrativo de la Audiencia Tenitorial dc Pamplona,
dictados en los días 14 a 26 de enero de 1989. asi como contra once
Aptos de la misma Sala de 7 y 9 de febrero de 1989. desestimatorios
de recursos de súplica contra los precedentes,. recaídos todos ellos
en incidentes de ejecución de Sentencia de 22 de enero de 1987,
dictada en el recuno núm. 93211985.

Esta· Sentencia estimó cl recurso promovido por ocho funcionarios
contra resolución de la Presidencia del Gobierno de Navarra, que negaba
a los recurrentes el reconocimiento de su derecho a un quinquenio
extraordinario. establecido por Acuerdo de la Diputación Foral de 23
de noviembre de 1962. Denegado el recurso de apelación ordinario
contra dicha Sentencia. se interpusieron frente a la misma sendos iecur­
sos extraordinarios de apelación en interés de la Ley. por el Gobierno
de Navarra y el Abogado del Estado. Según se dice. _e!!.~~ dtü~áa

de._ amparo. la .Sala de Pamplo~_~nte:!ld!é ~.ié los ocho funcionarios
recurrentes no Impug!'Ñ--:F. üé modo directo ni indirecto una normativa
~J...é:.~ijue pretendieron el reconocimiento de situaciones juridicas
individualizadas No obstante. los Autos ahora impugnados en amparo.
dictados en fase de cjecución de la Sentencia, extienden los efectos
del fallo a mAs de mil funionarios que no habian sido parte en el
recurso contencioso-administrativo que aquélla resolvió y que no babian
rec:tam09o de la -parte condenada los derechos objeto del pronuncia~

miento judicial. Dichos Autos. se fundan. para extender los efectos
subjetivos de la Sentencia, en el art. 86.2 de la Ley de la Jurisdicción
ContencioscrAdministrativa y en una interpretación dcl mismo realizada
por un Auto del Tribunal Supremo y por las Sentencias de este Tribunal
de 1 de junio de 1984 y 18 de enero de 1985, que. a juicio del
demandante de amparo, es errónea. Los once Autos impugnados se
dictaron. además, sin tener en cuenta la resolución dictada por la misma
Sala con fechá 3 de fcbrero dc 1988. confmnada en súplica por otro
Auto de 22 de febrero siguiente, quc desestimó la misma petición
de extensión dc los efectos de la Sentencia de 22 de enero de 1987.
declarando inaplicable al caso el art. 86.2 de la Ley jurisdiccional
y remitiendo a los solicitantes al proceso contencioso-aúministrativo
ordinario.

Considera la parte demandante que h;!s Autos impugnados infringen
su derecho a la tutela judicial efectiva (an. 24.1 C.E.). por dejar sin
efecto. al margen de lo prcvisto en el ordcnamiento juridico, una reso­
lución firme. como es el Auto de 2 de febrero de 1988 de la Sala
de Pamplona, que denegó la extensión de la via cjecutiva de los efectos
de la Sentencia de 22 de enero de 1987 a los mismos litigantes, con
igual objeto y causa de pedir. Se infringe asi el art. 18.1 de la LO.PJ.

Sala Primera. Sentencia 1l!/1992. de J4 de septiembre.
Recurso di! amparo 40211989. Gobiemo th Navarl'Q contra
autos !le la Audiencia TerrltorJal de Pamplona desestl­
matarlos de recursos de súplica contra Olf'OS anteriores
del mismo órgano. recaídos elr incüÚ!ntes de ejecución de
Sentencia. dictada en recJlrso contencloso-admlnlstratlvo
relattvo al reconocimiento de un quinquenio extraordinario.
Vulneración del derecho a la tutela iudickll efectiva: Afec­
tación Indebida del resultado del I'ttUf'SO extraordinario
en intef'is de úy Intupttesto por el recUrrente contra la
~nteRCÚI en cuyos incidentes de ejecución se dictaron las
1'esoluclones impuglÚJdtu.

En el recurso de amparo núm. 402/89, interpuesto por el Gobierno
de Navarra, representado por el Procurador don José Manucl de Dorte­
moches Arambwu. y asistido por el Letrado don Santiago Muñoz
Machado. contra once Autos de la Sala de lo Contencioso-Adminis­
trativo de la Audiencia Tcrritorial de Patmplona, dictados en los días
148.26 de enero de 1989, así como contra once Autos de la misma
Sala de 1 y 9 de febrero de 1989, desestimatorios de recursos de
suplica contra lós anteriores. recaídos todos ellos en incidente de ejc­
cución de Sentencia de 22 de enero de 1987, dictada en el recurso
932/1985. Ha comparecido el Ministerio Fiscal yel Procurador don
Angel Deleito Villa. sustituido, por su fallecimiento. por el Procurador
don Jorge Deleito Garcia. actuando en nombre de don Luis Agorreta
Bacaicoa y S19 más. aSistidos por el Letrado don Javier Caballero
Maninez. Ha sido Ponente el Magitrado don Carlos de la Vega Benayas,
quien expresa el parecer de la Sala.

La SaJa PrIm.... del Tribunal Constltueiona~ compuesta por don
Miguel Rodri¡uez-Piñero y Bravo-F.....'. Prosidente; don Fernando Gar·
cla-Mon y González·RegueraJ, don Carlos de la Vega Benayas, don
Vicente Gimeno Sendra y don Pedro Cruz Villalón. Mqistrados. ha
pronunciado '
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y tambien el arto 24.1 de la C.E., según la jurisprudencia establecida
en las SSTC 67/1984.15/1986.119/1988 Y 193/1988.

En segundo lugar, ,'onsidera que las resoluciones objeto del presente
recurso vulneran su derecho a la tutela judicial efectiva. por alterar
los ténninos en que debió ejecutarse la· Sentencia. -pues int:odu.c;en
una cuestión. la del reconocimiento de los derechos de los funclonanos
Que no fueron parte en el recurso contencioso-administrativo. que no
fue tratada ni resuelta en el proceso en que aquélla se dictó. Para
ello se fundan en una interpretación errónea del 8ft. 86.2 de la Ley
de la jurisdicción._La jUrisprudencia ha interpretado que este precepto
otorga efectos «erga omnesJt a las Sentencias que anulan una disposición
de carácter general en cuanto que: -son expulsadas del ordenamien~o

jurídico. e incluso que pemúte extender los efectos del fallo anulatono
de un acto administrativo a las personas a las que el acto anulado
imponia deberes. limitaciones OC8r¡&s u otorgaba derechos. Esta exten·
sión de los efectos de las Sentencias anulatorias se explica por el carácter
constitutivo de las mismas y no en cuanto que derogación de los efectos
subjetivos de la cosa juzgada. Por eso. según la doctrina y la jufis.
prudencia. la extensión de los efectos de las sentencias no se "produce
en lo que se refiere al reconocimiento de situaei0t1e:s jurídicas ~di·
vidualizadas. Este es el caso que nos ocupa, pues la umca pretenSIón
de la que se conoció en el proceso principal es la de reconocimiento
de un derecho. por 10· que los efectos de la Sentencias ~lo P\!-~
afectar a los que han sido partes en el proceso. Todo eno sm peTJUI~1O
de que otros titulares del mismo derecho puedan reclamarlo tambIén
a traves de un proceso distinto. Las resoluciones judiciales ahora recuni·
das se han apartado de esta doctrina jurisprudencial consolidada. infrin­
giendo el derecho de la recurrente a la ejecución de Sentencias en
sus propios términos. Este derecho tiene evidente dimensión cons-­
titucional. ha de reconocerse a todas las partes en el proceso y no
sólo se conculca cuando las Sentencias no se ejecutan. sino también
cuando el órgano judicial se excede en via de ejecución de lo juzgado.
según se deduce de las SSTC 125/1987. 16711987 Y 33/1987. Además,
los Autos impugnados vulneran el derecho de la parte aetora a un
proceso debido. al reconocer en via ejecutiva derechos a personas que
no habían sido parte en el proceso y respecto de las cuales la ~tencia
no se habia pronunciado ni se podia pronunciar. Asi. la parte ejecutada
se ve condenada a realizar una determinada conducta sin haber tenido
la oportunidad de dcfen~erse. dada la limitación de medios probatorios
y de alegaciones del proéedimiento ejecutivo. Esta situación es contraria
al ano 24 de la C.E.. como sella1a _mente la citada STC 331l987.

Se alesa umbién que los Autos impuanados vulneran el derecho
al proceso. por aherar la naturaleza del proceso principal en via eje­
cutoria. Dichos Autos configwan el procao principal como un proceso
de anulación, para permitir el jlle/lO del an. 86.2 de la Ley de la
jurisdicción y, además. como un supuestoanulatorio de una disposición
de carácter general. Pero en realidad dicho proceso principal no tiene
tal caraeter, sino que versa exclusivamente sobre el reconocimiento
de situaciones juridicas individualizadas. situaciones que no reclamaron
los funcionarios que no fueron parte en el proceso y que. ahora se
les reconocen en via ejecutiva. Se altera asi indebidamente el pro­
cedimiento. con indefensión de la Administración demandante de ampa­
ro, en ínfracci6n del 8rt. 24.1 de la e.E.

Los Autos recurridos infringen. el derecho de la recurrente a los
recursos establecidos legalmente. Como se ha c.ticho. la Sentencia objeto
de ejcución ha sido objeto de recurso extraordinario en interés de
'. Ley. La doctrina legal que resulte del fallo de este recuno pndrla
;reCtar a -;uiüt~~ que.~ iniciasen por distintos funcionarios
en situaciones parecidas. peñiii:~ reducir el resu1tadc? gravemente
dañoso de tal sentencia y corri¡iendo su en~ doctfina. Pero I~
Autos recurridos. al extender los efectos de la Sentencia á i~~ .los
funcionarios en 'sinlaciOn similar. deja sin efecto el resul~ de·dicho
recuno. que. a tenor del an. 104 de la Ley jurisdiccional. ha de respelar
la situación jurldica particular derivada del ~fallo que se recurre, no
pudiendo afectar a los funcionario& a que se hace extensivo el fallo
de la doctrina legal que l\ie el Tribunal Supmno. Todo ello comporta
OOa infracción del an. 24.1 de la C.E., _ comprende el de=ho
a. los recursos ordinarios y extraordinarios lep1mente establecidos.

Se solicita la anulación de los Autos recurridos. con la adopción
de las medidas precisas para el restablecimiento de los derechos funw

damentales conculcados. También se solicita. mediante extensa fim­
dan:Jentación. la suspensión de la ejecución de dichos Autos.

2. La Secaon Se¡¡unda de este Tribunal acordó, por providencía
de 17 de abril de 1989. requerir a la. solicitante de amparo para que
aportara copias de las resoluciones recurridas. lo que se cumplimentó
seguidamente. Por providencia de 17 de mayo de 1989. la Sección
acordó requcrtr de la Sala de lo ContencioscrAdministrativo de la
Audiencia Territorial de Pamplona testimonio del recurso núm.
93211985. Recibidas y examinadas estas a_es. la Secaón acordó.
por providencia de 16 de octubre de 1989. admitir a trámite el recurso
de amparo y abrir la correspondiente pieza separada de suspensión.

En el recurso de amparo se personó. previo emplazamiento. el pro­
curador don Angel Deleito Villa. en nombre de don Luis Agorma
Bacaícoa y S19 más. todos ellos funcionarios del Gobierno de Navana
afectados por los Autos impugnados. Por providencia de 20 de noviem-

bre de 1989, la Sección concedió a las partes y al Ministerior Fiscal
un plazo ccmún de veinte días para alegaciones.

3. El; Ministerio Fiscal presentó las suyas el 4 de diciembre de
1989. Entiende. en primer lugar. que los Autos. ~curridos no dejan
sin efecto. fuera de los cauces procesales pennitldos. el Auto fume
anterior de la misma Sala de 22 de febrero de 1988. que rechazó
la pretensión de los funcionarios a que aquéllos St' ref~n de que
se les aplicara la Sentencia de 22 de enero de 19~7. Ese pnrncr A:uto
denegatorio de la pretensión la rechazó por la dificultad de. ~ahzar
individualmente el «status» admini¡trativo de cada uno de los sohcltantes.
Pero no resolvió sobre el fondo de su pretensión ni realizó ninguna
declaración relativa a que la misma fuera ina1canzabl~ en el tnimite
de ejecuci6n de la Sentencia. Por tanto. los Autos ImpUgnados.en
el recurso de amparo no incidieron sobre algo ya acordado. y la alegac~ón
que se funda en un supuesto incumplimiento arbitrario de una resolUCión
judicial carece de dimensión constitUcional. En ~? al rest~ ~ ~s
alegaciones de la demanda de amparo. se centra:n. a J~IC10 del Mimsterio
Fiscal en el alcance que la Sala de Pamplona dio al arto 86.2 de
la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. pero ésta es una
cuestión de legalidad. pues la interpretación de ese precepto que se
deduce de los Autos imp~ no es arbltrana DI carente de moti­
vación juridica atendible. de manera que dicha cuestión no puede traerse
al recurso de amparo. En concreto, dichos Autos no alteran los~o
en que debió ejecutarse la Sentencia. pues lo que la Sala h~ fue
determinar. oyendo a la ~istracíón condenada. .la extensión de
la ejecución de la Sentenc18 a personas que entendió afectadas por
el fallo. Tampoco vulneran el aerecho de- le ~ne aet~ ~ un~
debido. pues. resuelven precisamente que el trámite oc ~j~-Uc!ón era
expediente jurtdicamente apto,pra soIven~ lo que aquéllos pretendian.
Ni se infringe el derecho de la parte acetonante a los recursos csta~

blecidos. pues no se le ha privado de recursos ordinarios•. que noca~
frente a la Sentencia rec&lda. y el recurso extraordinano d.e apelación
en interés de la Ley al que la recurrente se refiere fue interpuesto
y admitido. Otra cosa es que pudiera carecer de etic;acia .~ica..al
tener que respetar la resolución de ese~ la S1~ión Juridíea
particular derivada del faUo que se recurrió. Pero no deja de llamar
la atención que la pendencia de ese recurso no se aIega~ en el.~ámi~
de ejecución. por Jo que ahora se estaria planteando. segun el MimsteriO
Fiscal. una cuestión nueva yresultaria incumplido el arto 44.1 c) lpTC.

Por todo lo cual. entiende el Ministerio Fiscal que debe dIctarse
Sentencia desestimatoria del recurso de amparo.

4. La parte recurrente. mediante escrito presentado el 18 de diciem­
bre de 1989, se ratifIcó en las alegaciones contenidas en la demanda.
Recalca que la Sentencia que dicen ejecutar los Autos impugnados
no tuvo por objeto ni una disposición gen.eral ni un act~ ~ini~trat~vo
general ¡ino la denegación del reconocinuento de una SituacIón jurtdlca
individ~ de los funcionarios recurrentes. Personas distintas de
éstos pretendieron beneficiarse de los efectos de la Sentencia en fase
de ejecución de la misma. cuando el Gobierno de Navarra y el Abogado
del' Estado la habían recurrido en interés de la Ley. La Sala de lo
Contenc~Administrativode la Audiencia Territorial de Pamplona
desestimó tan absurda pretensión POr" Auto de 13 de lebrero de 1987.
entemUendo que el art. 86.2 de 'la Ley de lajurisdkción no era aplicable
al caso. eonfumando en súplica dicha ~lución por. otro Auto de
22 de febrero del mismo año. Las resoluciones ahora 1J1lpugnadas en
amparo desconocen la fumcza de esos Autos. infringiendo el art. 24.1
C.E. (entre otras,. STC 1211989). al no tener en cuet:lta la excepción
de la cosa juzpda. Este efecto se mide por el contenido del fallo
y por las pretensiones sobre las que se pronuncia y no por los araumentos
que conducen al mismo. pues de 10 contrarfo. si el que ha fonnulado
erróneamente una pretensión pudiera reiterarIa'con otros arprD'?ltos.
sufriria ..1 ntincipio de seguridad jurídica. Además. las .resoluClones
objeto d:¡ ~i~ recurso ;.~~ e!~ a la tutela~ al baber
alterado los ténninos en que det»o v~erse ~ la CJCCUClÓD ?e la
Sentencia. pues el art. 86.2 de la Ley jurisdicciüü:! ~o pe~-.¡la
extensión en fase de ejecución de los efectos de una Sentencia I.t~

se ha limitado a reconocer una situación juridica individualizadll de
los recurrentes, ni la jurisprodencia lo admite. Por otra parte, las reso­
luciones impugnadas conculcan el derecho de la recurrente a un proceso
con todas las garantías Y a la tutela ~ialefcetiva. pues vul;nera
el derecho a la ejecución de la SentenCUl en. sus propiOS tem:unos.
al excederse en la ejecución de lo juzaado. y porque le OCI.5lonaD
indefensión respecto de las cuestiones nuevas introducidas en el trámíte
de ejecución (SSTC 33/1987 y 28/1989). Por último. aquellas reso­
luciones infringen el derecho de la aetora a los recursos lepJmente
establecidos. pues el resultado'del recurso en interes de la Ley interpuesto
por el Gobierno de Navarnt y por el·Abogado del Estado ha quedado
afectado. enervado y yu¡ulado por los Autos im~os. . .

En virtud de lo cu8l se rcíteran las pretenSiones pnncípales de
la demanda de amparo.

S El Procurador don Aniel Deleito Villa. en nombre de don
Luis' Agorreta Bacaicoa y 519 mU, presentó sus alepciones el 15
de diciembre de 1989. En las mismas se refiere al quinquenio de carácter
extraordinario que la Diputación Foral de Navarra acreditó a todos
sus empleados en 1962. que fue ratificado en 1973 y que. a su juicio.
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debla contar a efec:tosde antigüedad para la asignación inicial de grado.
conforme a la disposición transitoria quinta de la Ley Foral 13/1983.
de 30 de marzo. reguladora del EstanUo del Personal al servicio de
las Administraciones Publicas de Navarra. Sin embargo, el Gobierno'
de Navarra no reconoció dicho quinquenio extraordinario. segUn se
dice. por lo que ocho funcionarios del mismo solicitaron del Consejero
de la Presidencia el6 de marzo de 1985 que diese las órdenes oportunas
para reconocer el quinquenio a todos Jos funcionarios que lo tentan
acreditado. Desestimada tal petición y el subsiguiente recurso de alzada
ante el Gobierno de Navarra. los referidos funcionarios interpusieron
recurso contencioso-administrativo con idéntica súplica de reconoci­
miento del quinquenio para quienes lo tuvieran reconocido.. Según se
dice., los entonces recurrentes actuaron. pues. como autenticos man­
datarios verbales del resto de los funcionarios que tienen acreditado
el· quinquenio extraordinario. El recurso fue estimado por Sentencia
de 22 de enero de 1987 de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
de Pamplona. contra la que el Gobierno' de Navarra y el Abogado
del Estado interpusieron recurso de apelación en interés de la Ley
el4 de abril siguiente. Entonces. por escrito de 22 de agosto de 1987.
los funcionarios del Gobierno de Navarra que ahora comparecen en
el proceso de amparo. solicitaron del mismo que se les aplicara la
Sentencia, ,reconociéndoles el mencionado quinquenio. Ante la falta
de respuesta a dicha solicitud. pidieron de la Sala sentenciadora' que
los incluyese en la fase de ejecución de la Sentencia de 22 de enero
de 1987. haciéndola extensiva a todos y cada uno de ellos. La Sala
proveyó el 21 de enero de 1988. teniendo por promovido el incidente
de ejecución. Pero el Gobierno de Navarra recurrió en reposición la
providencia. argumentando que los solicitantes no se encontraban en
la misma situación que los ftrmaIltes del recurso contencioso-adm¡"
nistrativo. La Sala eStimó dicho recurso por Auto de 3 de febrero
de 1988. dado que no podía «establecerse con seguridad si'la Sentencia
pronunciada 'afecta a todos, los firmantes», Auto que fue conftrrriado
en súplica. Pero, posteriormente. los interesados presentaron ante fa
Sala la relación certificada de cuantos _tenían acreditado el quinquenio
extraordinario. que habían logrado obtener del Gobierno de Navarra
mediante el apoyo sindjcal. solicitando. al amparo del art. 86.2 de
la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, ser insertados
en la fase de ejecución de la mencionada Sentencia, a 10 que la Sala
accedió par medio de los AutOs objeto de ·este recurso de amparo.
No obstante. se senala que el Gobierno de Navarra viene negándose
reiteradamente a cumplir dichos Autos.

Alega esta parte a continuación que el recurso de amparo podria
ser extemporáneo si no se presentó el dia 3 de marzo de 1989 (.>

antes. lo que no le consta. Por lo demás. entiende Que las- cuestiones
sometidas a la consideración del Tribun~ Constitucional son de lega­
lidad ordinaria. pues se. refieren a la interpretación del 8ft. 86.2 de
la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, sin que las res&
luciones judiciaJes recurridas sean arbitrarias, irrazonables o carentes
de motivación, y sin que en el procedimiento de ejecución se haya
causado, indefensión al Gobierno de Navarra. En cualQuier caso. la
Sala de lo Contencioso-Administrativo de Pamplona ha actuado de·
acuerdo con el ordenamiento juridico. No infringió la cosa juz¡ada.
pues los Aütos anteriores a los recurridos que desestimaron en principio
la pretensión de aplicar la Sentencia a otros muchos funcionarios dis­
tintos de los recurrentes se limitaron a declarar· que ca la vista 'de
la documentación aponada no puede establecerse con seguridad si
la Sentencia pronunciada afecta a todos los firmantes:.. Es falso. pues,
que la Sala remitiera a los ahora comparecientes al proceso contencioso
ordinario. aparte de que era responsabilidad del Gobierno de Navarra
no haber aportado por entonces la documentación precisa. infringíendo
el deber de buena fe. En segundo lugar. el art. 86~2 de la Ley juris-­
diccional admite la eficacia erga omnes de las Sentencias que anulan
tanto una disposición general como un acto administrativo;'como reco­
noce la jurisprudencia del Tribunal Supremo. En el presente caso. el
Gobierno de Navarra privó a todos los funcionarios afectados 4e1 quin­
quenio extraordinario que tenian reconocido por la Vía del hecho. es
decir. sin mediar acto o disposición expresa alguna, lo que no es óbice
para que dicha actuación. a pe$at' de no haber sido consignada por
escrito. tenga la naturaleza de acto administrativo de carácter general.
Los ocho funcionario'Sque solicitaron del Gobierno de Navarra el
reconocimiento del Quinquenio lo hicieron para todos los funcionarios
en su misma situación. y la desestimación de esa petición fue el acto
administrativo recurrido en la vía contenciosa. En ésta se pretendió
de la Sala- que declarase el quinquenio extraordinario para quienes
lo tuviesen reconocido. Y este objeto del recurso es estimado ínte­
gramente por la Sentencia de 22 de enero de 1987. Por tanto. es
evidente que esta Sentencia es aplicable no sólo a los recurrentes.
sino a todos los funcionarios que se encontrasen en la misma situación.
De hecho. algunos Ayuntamientos navarros la han aplicado a sus fUn­
cionarios. sin que el Gobierno de Navarra haya impugnado los acuerdos
municipales correspondientes. También la misma sala dé Pamplona
ha reiterado su decisión de reconocimiento del quinquenio extraor­
dinario a otros funcionarios mediante varias Sentencias posteriores a
los Autos objeto de este recurso de amparo. Estos Autos evitan pre­
cisamente tener que interponer mas de mil recursos idénticos. lo que
resultaría absurdo. Por ello. no puede decirse que sean contrarios a

una interpretación razonable del 3rt. 86.2 de la Ley de la jurisdicción.
que no altera la naturaleza del proceso principal Por ultimo. se alega
que el Gobierno de Navarra ha tenido en el presente supuesto la tutela
jurisdiccional adecuada y no así los funcionarios comparecidos. a quie­
nes, haciendo uso y abuso de sus prerrogativas y de todo tipo de
argucias procesales. aquél ha colocado en una situación próxima a
la indefensión. pues lo único que pretende. segUn se dice. es anadrr
un nuevo proceso que le permita seguir eludiendo el cumplimiento
estricto de Ja Sentencia de 22 de enero de 1987 en relación con el
quinquenio extraordinario.

Por todo eUo. solicita esta parte la inadmisión o desestimación del
recurso de amparo. con imposición de costas a la parte recurrente.

6. Por Auto de 13 de noviembre de 1989. la Sala Primera de
este Tribunal acordó denegar la suspensión de las resoluciones impug­
nadas en este recurso. solicitada por- la demandante. Presentado por
ésta recurso de súplica contra dicho Auto. fUe desestimado por otI'Q.
de 18 de diciembre de 1989.

7. Mediante escrito presentado el 11 de abril de 1990. el repre­
sentante del Gobierno de Navarra puso en conocimiento de este Tri·
bunal la Sentencia del Tribunal Supremo de 24 de enero de 1990.
dietada en el recurso extraordinario en interesde la Ley formulado
por dicho Gobierno y por el Abogado del Estado contra Ja Sentencia
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial
de Pamplona de 22 de enero de 1987. que estima dicho recu.rso en
interés de la Ley. Reiteró entonces que. de mantenerse los Autos Impug­
nados en amparo. no pdria afectar a los funcionarios a que aluden
la Sentencia del Tribunal Supremo. por lo que sufrirla el derecho de
la recurrente a fos recursos-legalmente establecidos. En consecuencia.
solicitó que se revise la denegación de la suspensión de ejecución de
los Autos impugnados.

La Sala Primera de este Tribunal. tras oír al Ministerio Fiscal y
a la parte demandada. acordó desestimar dicha petición por Auto de
.4 dcjunio de 1990.

8. Por providencia de 10 de septiembre de 1992 se señaló el
dia 14 siguiente para deliberación y votación de la presente Sentencia.

II. Fundamentos jurídicos

l. Ante todo. es preciso rechazar la excepción de inadmisibilidad
p.er extemporaneidad del recurso de am~ro.deducida por el Procurador
don Angel Deleito Villa. ya que el recurso se interpuso el día 3 de
marzo de 1989 es decir. dentro del plazo de veinte dias hábiles a
contar desde que se notificaron a la recurrente los Autos de 7 y 9
de febrero del mismo afta. que pusieron fm a la via judicial pn;via.

Aclarado esto conviene clarifica;' tanto los hechos que dan ongen
al miamo. sobre I~ que existe alguna discfCPMcia de valoración entre
las partes. como los términos exactosde1 debate pt'~1.

Por lo que se refiere a este proceso constitucionai. r:~ulta de las
actuaciones recibidas que don Antonio Martinez de Bujanda A(e!!!nO
y siete funcionarios más del Gobierno de Navarra solicitaron en su'
día de éste que les fuese reconocido el quinquenio extraordinario que
disfrutaban en virtudde un Acuerdo de la Diputación Foral de Navarra.
de 23. de noviembre de 1962. y que se les abonasen las cantidades
correspondientes que_hablan dejado de percibir por ese concepto. Deses­
timaba esta pretensión por resoluciones administrativas de 25 de junio
y 2 de octubre de 1985, los mismos funcionarios interpusieron recurso
contencioso-administrativo solicitando que se «declare que el quinquenio
extraordinario para quienes lo tuviesen reconocido en el momento de
iniciar la aplicación del nuevo sistema retributivo instaurado por la
Ley Foral 13/1983. de 30 de marzo. les sea computado a efectos
de detenninar la asignación inicial de grado y del premio de antigüedad
por quinquenios. así como que- se ordene les sean abonadas las can·
tidades indebidamente dejt1das de percibir por dichos conceptos;>,.

El recurso fue resuelto por Sentencia de la Sala de lo Conten·
cioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Pamplona. de 22
de enero de 1987. que. en su fallo. declara la no confonnidad a Derecho
de las resoluciones administrativas recurridas y ordenando además que
«a fos hoy actores don Antonio Martinez de Bujanda y demás expresados
en el encabezamiento de esta resolución. lessca computado a efectos
de determinar la asignación inicial de grado y del premio de antigüedad
correspondiente (... ) el quinquenio extraordinario. debiéndoseles (sic)
ser abonadas las cantidades dejadas de percibir por dicho concepto
( ••• )>>. Es evidente. pues. que los entonces reurrentes solicitaron el reco­
nocimiento de una &ituación juridica individualizada y que la Sentencia
la reconoce estrictamente a eUos. Ningún otro funcionario fue parte
en el proceso. pues los recurrentes no actuaron en representación de
nadie más. y a ningún otro podía alcanzar directamente el fallo. como
se deduce de sus propios- términos. Contra la referida Sentencia el
Gobierno de Navarra y el Abogado del Estado interpusieron recurso
de apelación extraordinario en interés de la Ley. que fue admitido
rrOr el Tribunal a quo con fecha 30 de julio de 1987.

Mientras tanto. en fase de ejecucíón de Sentencia. otros muchos
funcionarios del Gobierno de Navarra solicitaron de la SaJa de Pamplona
que se les aplicara su fallo sin-necesidad de entablar nuevos recursos.
al amparo de lo dispuesto en el art 86.2 de la Ley de la Jurisdicción
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Contencioso-Administrativa. según el cual «la Sentencia que anulare
el acto o la disposición producirá efectos entre las partes y respecto
de las personas afectadas por los mismos),. M:diante Auto de 3 de
febrero de 1988. la Sala sentenciadora acordó no acceder a la ejecución
solicitada. fundando esta resolución en que «no puede establecerse
con seguridad si la Sentencia pronunciada afecta a todos los fumantes
del escrito que solicitan sea ejecutada en favor suyo, pues para decidirlo
habría que analizar individualizadarncnte el status administrativo de
cada unOJl, Reiterada más tarde la misma pretensión por varios grupos
de funcionarios. la Sala la estimó mediante Jos Autos ahora recurridos.
rechazando la excepción de cosa juzgada opuesta de contrario. porque
en el Auto de 3 de febrero de 1988 mencionado no hubo pronun·
ciamiento alguno sobre el fondo del asunto que se planteó. Aquellos
Autos consideran que el ano 86.2 de la Ley jurisdiccional ampara
la pretensión de los funcionarios solicitantes de que se les aplique
el fallo referido en el trámite de ejecución de la Sentencia. extendiendo
a ellos los efectos de ésta.

La parte demandante alega que dichos Autos han infringido en
su peIjuicio el arto 24.1 CE. Primero, porque han dejado sto efecto
una resolución fmne, como es el Auto de 3 de febrero de 1988; segundo.
porque no han respetado el derecho a la ejecuci6nde la Sentencia
en sus propios términos. sino que han extendido indebidamente los
efectos subjetivos del fallo; tercero, porque han alterado la naturaleza
del proceso principal en vía ejecutoria. generándoles indefensión: Y.
por último. porque le privan del derecho a los .recursos establecidos.
El Ministerio Fiscal y la parte demandada oponen. en sustancia, que
no se ha infringido el derecho a la tutela judicial efectiva de la recurrente.
en primer término. porque los Autos recurridos no aheran la cosa
ju.zp.da ni rectifican ningún resolución que se haya pronunciado sobre
el fondo de las pretensiones .que resuelven. y. en segundo lugar, porque
el resto de las alegaciones de la· demanda se reconduce a la discon­
formidad de la aetora con la interpretación del art. 86.2 de la Ley
de la Jurisdicci6n Contencioso-Admínistrativa efectuada por la Sala
de Pamplona. cuestión ésta de simple lc¡alidad ordinaria.

2. Sin duda. el Ministerio Fiscal y los comparecidos como parte
demandada tienen TaZÓn cuando· alegan que los Autos impugnados
no han dejado sin efecto la cosa juzgada y. por tanto, no han infringido
el arto 24.1 C.E. por esta causa. Ciertamente este TribunáJ ha declarado
en numerosas ocasiones (entre otras, en las SSTC 67/1984. 15/1986.
11911988 Y 19311988. citadas por la recurrente) que el derecho a
la .tuteJ~ judicial efectiva comprende tambitn e' derecho a que h\s
resoluciones se cumplan y a que no sean modificadas sino mediante
los cuaces procesales taxativamente previstos por la l_-e;'. pues aquel
derecho quedar1a desvirtuado en la prictica si pudiesen dejarse sin
efecto resoluciones firmes y reabrine prt"JCesos (o tráJnjtes) finalizados
mediante las mismas fuera dedichei-cauces. Pero no es posible estimar
que Jos Autos objeto de ~c recurso hayan dejado sin efecto o motU·
ficado el Auto ant.elior de la misma SaJa. de 3 de febrero de 1988.
que denegó la inserción de los funcionarios que no habian sido parte
en.._ ~i proceso en el procedimiento de ejecución de la Sentencia de
22 de enero de 1987. Como hemos indicado con anterioridad, el Auto
últimamente citado deneg6 la misma pre.tensi6n pos:terionnente repro­
ducida y estimada, pero sin entrar en el fondo del asunto.puesex~
samente declara la impoSibilidad de decidirlo en este momento, habida
cuenta de la falta de información individualizada sobre cada uno de
los funcionarios soücitantes. información que,por otra parte, no babia
facilitado el propio Gobierno de Navarra. tal y como señala la Sala
en los Autos ahora :recurridos.

Por tanto, aquella primera resolución no zanjaba la cuestión relativa
a la ampliación subjetiva de 105 efectos de la Sentencia ni impedía
reiterar la misma solicitud. una vez suplida la falta de datos que habia
imposibilitado el pronunciamiento sobre el fondo. En estas circuns­
tancias. la estimación de la Sala. a la que en principio' corresponde
interpretar el alcance de sus propias resoluciones. de no haber con·
travenido la cosa juzgada .resulta manifiestamente razonable y no arbi­
traria. por lo que la alcpción que se funda e la falla de respecto
a la ftrmeza del Auto de 3 de febrero de 1988 carece de trascendencia
Constitucional.

3. El resto de las alegaciones de la pane recurrente está vinculado
en buena medida a la interpretación que haya de darse al articulo
86.2 de la ley de la Jurisdicción Contenciosc;Administrativa. como
apunta el Ministerio Fiscal. Este precepto permite extender los efectos
de las Sentencias de ese orden jurtsdicional. que anularen el aeta o
la disposición impugnada, a las personas afectadas por los mismos.
En si misma, esta posibilidad de extensión de los efectos de una.reS<r
lución judicial. más allá de la ordinaria eficacia inler panes, no resulta
contraria a la Constitución. siempre que se respeten los derechos cons­
titucionales de todos los afectados por la ejecución de la Sentencia.
Por tanto, .el debate sobre la finalidad y el alcance del citado art: 86.2,
esto es, SI es una mera consecuencia de la eficacia constitutiva
.de las Sentencias anulatorias y alcanza sólo a laS aecl8racwnes uc
nulidad de disposiciones generales y, ep su .caso. de actos adminis­
trativos. o si pretende. más allá de esos supuestos. evitar la repetición
de procesos relativos a cuestiones sustancialmente iguales }'. por con-

siguiente. pennite por vía de ejecución reconocer situaciones juridicas
individualizadas a personas distintas de quienes las han visto reconocidas
por Sentencia, pero que se hallan en situación idéntica. ese debate
-reiteramos-, es ajeno en principio al amparo constitucional, pues
versa sobre un problema de interpretación de la legalidad ordinaria.

Ahora bien, si este Tribunal no es·competente en VÍa de amparo
para realizar, con carácter general, una interpretación del art. 86.2
de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. si lo es para
enjuiciar. en el caso concreto, si la interpretación y aplicaci6n que
han llevado a cabo laS resoluciones impugnadas vulnera o no algún
derecho fundamental amparable y, específicamente, el reconocido en
el art: 24.1 C.E.. con todas sus consecuencias. En otros términos,
no puede este Tribunal pronunciarse sobre presuntas lesiones del dere­
cho a la tutela judicial efectiva que se habrian producido en la hiPÓtesis
de que la interprdación de aquel precepto 1e¡a1 efectuada por la Sala
o quo fuese errónea. Pero si puede· y debe. con independencia de
ello, analizar si una determinada interpretación y la consiguiente apli­
cación de ese precepto es incompatible con las exigencias de aquel
derecho fundamental.

No obstante, por lo demáS. el problema .en este caso no es el
de si la interpretación: del art. 86.2 es ajustada o no al derecho a
la ejecución deJa Sentencia en sus propios términos. sino el de las
consecuencias que los· Autos de la· Sala de 10 Contencioso-AdJninis.
trativo de la Audiencia Territorial de Pamplona tienen para el derecho
efectivo a los recursos reconocidos por las leyes, teniendo, en, cuenta
que la Sentencia de la misma Sala habla sido objeto de un recurso
extraordinario de apelación en interéS de la Ley.

4. Es obvio, como este Tribunal ha reconocido en numerosisimas
ocasiones. que el derecho a utilizar los recursos legalmente previstos
contra las decisiones judiciales fonna parte del derecho constitucional
a la tutela judicial efectiva Es evidente también que ese derecho se
refiere tanto a los recursos ordinarios como a los extraordinarios (SSTC
185/1988 y 20/1989, entre otras muchas), y que impone a los órganos
judiciales el deber de «procurar que todos pueden utilizar los recursos
procesales previstos por la ley sin obstáculos innecesarios, despropor­
cionados o carentes dejustificaci6m. (STC 5/1988). Naturalmente. este
derecho a los recursos y los correlativos deberes judiciales no se limJtan
a la mera interposición de aquéllos. Dado que la tutela judicial que
el arto 24.1 C.E. garantiza no es meramente teórica o formal. sino
efectiva. el derecho a ·105 recursos conlleva también el derecho a la
utilidad o efectividad de los recursos legalmente previstos e interpuestos,
de manera que no pueden los 6rpnosjudiciales privar injustificadamente
de su utilidad a un recurso ya fonnUlado y admitido. de manera directa
o indirecta.

Entre los recursos judicl8J.es a que alcanza el referido derecho no
cabe excluir el recurso extraordinario de apelación en interés de la
ley, previsto en su día. por· el 8ft. 101 de la Ley de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa (hoy por el art. 102 b) de la misma Ley].
en favor de las entidades o sujetos públicos legitimados para. ínter­
ponerlo. Este recurso tenia y tiene por fmalidd pennitir que se conijan
las resoluciones de los Tribunales de aquella jurisdicción (salvo el Tri­
bunal Supremo) que se estiman «gravamente dañosas y entmeas», de
tal manera que el Tribunal SUpremo pueda fijar, en su 'caso, una doctrina
legal correctora, pero respetando «la situación juridica particular deri-­
vada del faDo impugnado•. Como es lógico, la razón: de ser o la Utilidad .
de este tipo de recurso consiste en posibilitar que la doctrina" fun­
damentaci6n de la resolución'impugnada. que se considera gravemente
dañosa y errónea, no se aplique. de ser declarada como tal, a situaciones
similares a las etUuiciadas_por aquélla. ·Desde ·el momento en· que los
efectos del fallo recurrido se extienden por vía de ejecución a cualquier
persona que. encontrindose en similar situación a la de los que fonnan
parte en el proceso, lo solicite, y desde el momento en que por esta
vía puedan crearse nuevas (y múltiples) situaciones juridieas indívi­
dnaJiz8das derivadas del fallo, es claro que el recurso de apelaci6n
en interU de la Ley que se haya interpuesto pierde su fmalidd.intrinseca
y su utilidad propia, para convertirse en un recurso puramente teórico.

Esto es precisamente 10 que. ha venido a suceder en el caso que
contemplanos. La sentencia que fue recurrida en interés de la ley
por el Gobierno de Navarra y el Abogado del Estado reconocla una
situación juridica individualizada en favor de ocho funcionarios. situa­
ción que ya no podia ser modificada en virtud de aquel recurso. Pero
mediante éste se pretendía, desde luego. de acuerdo con "Su naturaleza.
modif1C8T una doctrina le¡a1 que se estimaba gravemente dañosa y
de la que podrian beneficiarse otros muchos fbncionarios en detrimento
de la Hacienda foral. La extensión directa de los efectos del faUo.
mediante el trámite de ejecución. a varios cientos de esos funcionarios,
reconociéndoles las correspondientes situaciones jurídicas individuales
venia a privar al recurso fonnuladoen interés de la· Ley de toda utilidad
real o. al menos, a mennar muy considerablemente su eficacia, con­
secuencia éSta no compatible con el arto 24.1 CE.

La Sala de Pamplona. conooodora de que se habia interpuesto contra
su Sentencia de 22 de enero·de 1987 un recurso de apelación en
interés de la ley, que ella misma habia admitido ÚDOS meses antes,
debió tenerlo en cuenta al inteq>retar Y aplicar el art. 86.2 de la Ley
jurisdiccional, a efectos de resolver sobre la inserción en el trámite
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de ejecución de la Sentencia de los funcionarios que lo habían solicitado
sin haber sido parte en el proceso. Al no hacerlo asi. ümitó o anuló
sustancialmente el derecho de la demandante de amparo a los recursos
legalmente previstos. que forman parte de su derecho fundamental
a la tutela judicial efectiva. conclusión que es confumada por el sentido
de la S.T.S en interés de- la Ley recaida el 24 de enero de 1990.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR
LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACiÓN
ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por el Gobierno de Navarra
y. en consecuencia. .

Primero.-Anular_los Autos dietados por la Sala de lo Contenci<r
so-Administrativo de la Audiencia Territorial de Pamplona dietados
en los dias 14 a 26 de enero de ·1989 en incidentes de ejecución
de Sentencia del reCUl1iO contencioso-administrativo nUm. 93211985.
así como los Autos de esa misma Sala de 7-y 9 de febrero de 1989.
que desestimaron los recursos de súplica fonnulados contra los mismos.

Segundo.-Reconocer al Gobierno de Navarra su derecho a la tutela
judicial efectiva en el proceso en· que se dictaron dichos Autos. incluido
el derecho a los recursos. en los términos expuestos en los fundamentos
de esta Sentencia.

Publiquesc esta Sentencia en el «BoIetin Oficial del Estado)l.

Dado en Madrid, a catorce de septiembre de mil novecientos noventa
y dos.-Miguel Rodrtgue-z·Piñero y Brav<rFerrer.-Femando García-Mon.
y GonzáJez RegueraI.-earlos de la Vega Benayas.-Vicente GimenQ
Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Firmado y rubricado. .

SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

I~ siguic:nte

La Sala Prime~ del Tribunal- Constitucional. compuesta por don
Miguel Rodríguez·Piñero y Bravo-Ferrer. Presidente; don Fernando Gar·
cia·Mon y González-RegueraL don Carlos de la Vega Senayas. don
Vicente Olmeno Sendra y don Pedro Cruz Villalón. ha pronunciado,

3. En la demanda de amparo se invoca el derecho a la igualdad
del 3rt. 14 C.E.. en relación con los principios de seguridad juridica
e interdicción de la arbitrariedad del arto 9.3·C.E. Es reiterada la doctrina
constitucional que establece que un mismo Juez o Tribunal no puede
modificar el signo de las ·resoluciones dictadas con anterioridad en
supuestos sustancialmente iguales. salvo que el cambio de criterio sea
consciente y se ofrezca fundamentación suficiente del mismo. Sin embar­
go. la Sentencia del Tribunal Central de Tra~o que se impugna no
hace referencia alguna,. ni expresa ni implícita, a los litigios relativos
a trabl\iadores de la misma Empresa y en· la misma situación que
el recurrente. De este modo. el demandante recibe una respuesta judicial
enteramente distinta a la que dio a otras personas en su misma situación
el T.e.T. en sus Sentencias de 27 de julio y 5 de octubre de 1988.
sin que le sea expuesta la razón 'del cambio de criterio para la misma
pretensión. Concurren así todas las condiciones para considerar que
la Sentencia impugnada es lesiva del derecho a la igual aplicación
de la ley: En supuestos idénticos. un mismo órgano judicial ha dado
una respuesta distinta sin explicitarlas razones del cambio de criterio.

Se solicita por ello la concesión del amparo· con el reconocimiento
del derecho a la igual aplicación de' la Ley y la anulación de la Sentencia
impugnada, ordenando la retrotracción de actuaciones al momento
de dictarla a fID de que el Tribunal <;entral de Trabajo dicte otra

. que respete dicho derecho fundamental.
4. En providencia de 5 de junio de 1989. la Sección Segunda

acuerda admitir a trámite la demanda y. a tenor de lo dispuesto en
el 3rt. 51 LOTC. requerir a los órganos judiciales intervenientes tes-­
timonio de las actuaciones. así como la práctica de los emplazamientos
oportunos. En providencia de 18 de septiembre siguiente. la referida

. Sección acordó tener por recibido el testimonio de las actuaciones
y por personado al Procurador don Ramiro Reynolds de Miguel, en
nombre y representación del Instituto Nacional de la Seguridad Social.
así corno dar vista de las actuaciones por plazo comun de viente días
a las partes personadas y al Ministerio Fiscal para la presentación
de alegaciones.

S. La representación del demandante de amparo reitera. sustan·
cialmente las alegaciones contenidas en la demanda. si bien amplia
los ténninos de comparación ofrecidos. aportando una Sentencia
de 25 de octubre de 1988 en la que la Sala Cuarta del T.e.T. sostuvo
también. en idéntico asunto. la solución contraria a la mantenida por
la resolución impugnada.

6.· La representación del Instituto Nacional de la Seguridad Social
se opone a la concesión del amparo. Tras precisar los términos de
legalidad ordinaria de la controversia. reconoce que la Sala Cuarta
del Tribunal Central de Trabajo en la Sentencia impugnada se ha sepa·
rado de decisiones precedentes en supuestos idénticos. No por eUo.
sin embar¡o. resulta lesiva del arto 14 e.E. En primer lugar. la Sentencia
parte de que la consideración del complemento percibido por el actor
como «pensión pública» surge en «acatamientoll- de lo dispuesto en
la Ley 21/1986..En consecuencia.-el criterio del T.C.T. no puede-tachar­
se de arbitrario por carente de justificación. En segundo lugar, el
recurrente no alude a otras Sentencias del T.C.T. de 26 de abril, 9
de mayo y 6 de octubre de 1988. que aunque referidas a otra Empresa
pública. mantiene el mismo criterio que la sentencia impugnada. Es
más. existen Sentencias posteriores que mantienen la misma solución.
Ello implica que la cuestión controvertida -la naturaleza del com­
plemento de pensión- no ha dado lugar a una doctrina consolidada.
Por el contrario. la doctrina se encuentra todavia en foanacion. bus­
cando el equilibrio entre las e:<igencias de la Ley de Presupuestos y
las derivadas de derechos subjetivos. La citada Leyes además la que.
por vez primera. establece qué debe entenderse por «pensión pública».
De ahi que no pueda exigirse una rigida vinculación del órgano judicial
a sus decisiones anteriores p'Jestv que la misma impediría depurar
paulatinamente el verdadero alcance de las nonnas jurídicas. En este
sentido no puede olvidarse que la propia jurisprudencia constitucional
(SSTC 63/1984 y 4211988) ha reconocido que, cuando comienza a

Sala Primera. Sentencia 112/1992. de 14 de septiembre.
Recurso de amparo 431/1989. Contra Senteneia del Tri­
bunal· Central de Trabqjo. recaída. en recurso de supli­
cación. Supuesta vulneración del derecho a la igualdad

. en la aplicación de la Ley: .Desestimación previa por el
Tribunal en idéntico supuesto.
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En el recurso de amparo nÜJ11. 431/89. interpuesto por don José
Ibarburen Gómez. represent.ado por el Procurador don Gabriel de Diego
Quevedo y asistido por el Letrado don Andrés de la Fuente Femández.
contT¡l Sentencia de la SaJa Cuarta del Tribunal Central de Trabajo
de J8 de noviembre de 1988. Ha sido parte el Instituto Nacional
de la Seguridad Social. representado por el Procurador don Francisco
Reynolds de Miguel y asistido por el Letrado don Juan Manuel Sauri
Manzano. Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el
Presidente del Tribunal don Miguel Rodriguez~Piñero y Bravo-Ferrer.
quien expresa el parecer de la Saja.

r. Antecedentes

1. Por escrito presentado en este Tribunal el 10 de mano de 1989.
don Gabriel de Diego Quevedo. Procurador de los Ttibunalt:S. interpuso.
en nombre y representación de don José Ibarburen G6mez, recurso
de amparo contra la Sentencia de la sala Cuarta del Tribunal Central
de Trabajo de 18 de noviembre de 1988, recaida en recurso de supli·
cación núm. 4.983/88. .

2. La demanda relata los siguientes antecedentes:

a) El recurrente presentó demanda contra el INSS y ENSIDESA
pretendiendo que se declarase su derecho' a percibir la pensión de
jubilación en determinada euantia, sin minoración alguna por el hecho
de percibir de la Empresa ENSIDESA un complemento indemnizatorio
periódico de carácter- vitalicio derivado del cese en su empleo como
con~cuencia del Plan de Reconversión de la Siderurgia Integral.

b) La Magistratura de Trabajo dictó Sentencia el 30 de mayo
de 1988 estimando integramente la demanda.. " "'

c) Contra esta resolución se interpuso recurso de suplicación por
el Instituto _Nacional de la Seguridad Social alegándose la infracción
de losans. 27 g) y 31.2 de la Ley 21/1986. de-Presupuestos Generales
del Estado.

d) La Sala Cuarta del Tribunal Central de Tramyo. en Sentencia
de 18 de noviembre de 1988. estimó el recurso de suplicación. revocando
la Sentenciaimpugnada y absolviendo a la Entidad Gestora de la deman­
da En su fundamentación argumentaba que el complemento satisfecho
al actor por ENSIDESA. al estar pagado exclusivamente por una Empre­
sa PÚblica. debía de tener la consideración de «pensión publica» a
los efecto: previstos en la Ley de Presupuestos.

e) Con anterioridad. la misma Sala Cuarta del Tribunal Central
de Trabajo.: en Sentencias de 27 de julio y 5 de octubre de 1988.
recaidas en supuestos analogos al de ahora recurrente. habia sostenido
la solución interpretativa contraria.

Esto es. que el complemento pagado por ENSIDESA no debía
ser considerado «pensión pública». y que. por tanto. no debía suponer
reducción de las prestaciones debidas por ellNSS.


